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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gustavo Borsari Brenna. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, Jorge 
Orrico, Edgardo Ortuño, Nelson Rodríguez Servetto, Javier Salsamendi y Daisy Tourné. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel García Pintos. 


ASISTE: Señor Representante Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Señor Subsecretario del Ministerio del Interior, doctor Juan Faroppa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración se ha reunido para recibir al 
señor Subsecretario del Interior, doctor Juan Faroppa, a quien damos la bienvenida. 


Solicitamos a la Secretaría que dé lectura al artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
(Se lee:) 


"(Limitaciones).- La información relativa a niños y adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos 
para el rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría de edad.- Los antecedentes judiciales y 
administrativos de los niños o adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley se deberán destruir en 
forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al cese de la medida". 


Léase la modificación propuesta por varios legisladores. 


(Se lee:) 


"Sustitúyese el artículo 222 de la Ley_N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004 por el siguiente: 

'Artículo 222. (Limitaciones).- La información relativa a niños y adolescentes podrá ser utilizada como base 
de antecedente una vez alcanzada la mayoría de edad, únicamente en el supuesto en que devenidos en adultos 
imputables incurriesen en cualquier tipo de delito.- Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños 
o adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley, serán únicamente revelados por sus custodios a 


m 


petición de Juez competente con indicación expresa del delito que se supone cometido"". 


SEÑOR LACALLE POU.- Antes que nada, quisiera agradecer a la bancada de Gobierno por acceder 
al planteo que hicimos hace algunas semanas, y al señor Subsecretario por su presencia. 


Creo que no vale la pena abundar mucho en comentarios y explicaciones acerca de la legislación vigente, los 
problemas existentes y las posibles soluciones. De cualquier manera, sí nos vamos a permitir esgrimir alguna 
razón aparte de las que figuran en la exposición de motivos del proyecto que, seguramente, conoce el señor 
Subsecretario. 


Hace un mes y medio tuvimos una reunión en El Pinar, donde estaba presente el señor Subsecretario y le 
hicimos este planteo junto con algún otro legislador del departamento. Es público y notorio que cada vez más 
se detecta la presencia de menores en el ámbito de la delincuencia. No pretendo hoy, ni pretende este 
proyecto solucionar ese tema porque es de base y de raíz, que, seguramente, deberá contar con más elementos 
de educación que de represión, y somos conscientes de eso, porque mientras educamos, sigue sucediendo. 


Esto forma parte de una batería de proyectos de ley que el Herrerismo y, seguramente, otros sectores del 
Partido Nacional pretenden presentar. Entonces, queremos empezar desde lo menos hacia lo más. Este 
artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia que quien habla votó, así como varios de quienes están 
acá, con pocos meses de práctica nos damos cuenta de que no se adecua a la realidad, aunque no diría que es 
inútil. Nos parece que este fraccionamiento de la conducta del ser humano perjudica, no beneficia. 


Creemos que este artículo que, en principio, intenta proteger, ha sido utilizado más como una patología. La 
modificación propuesta no perjudica la intimidad ni la personalidad del menor, ya que no se va a revelar ni a 
develar sus antecedentes hasta que sea adulto. Precisamente, lo que establece el artículo es que queden en 
custodia. El único hecho material que se transforma es la no eliminación de los antecedentes, no la 
prohibición de su difusión. La única posibilidad, la condición necesaria para que estos antecedentes sean 
develados es que el joven haya cumplido dieciocho años -es decir, que ya sea un delincuente en toda la 
definición que encierra el término-, que haya cometido un delito y que, cometido el delito, el Juez 
competente que entienda en la causa así lo solicite. Aquí no se trata -como alguno ha interpretado, de manera 
panfletaria- de divulgar las actividades de todos los menores, niños o adolescentes porque roben un caramelo 
en un kiosco de la esquina, para poner un ejemplo bien burdo, que simplifica. Eso es así: no se borran los 
antecedentes y toda difusión de los mismos será permitida únicamente cuando cumplan dieciocho años, si 
son conducidos ante el Juez y este los solicita. 


Reitero que es una de las primeras leyes que pretendemos impulsar. La inimputabilidad relativa también es 
un tema que queremos esté presente en esta Comisión del Parlamento. No se supone que todo proyecto de ley 
que entra a esta Casa tiene que salir como vino redactado. Me decía un señor Diputado del Frente Amplio -a 
quien no voy a mencionar porque me lo dijo a nivel personal- que no a los integrantes de ese Partido no les 
parecía mal sí era sólo para delitos graves, y que estaban dispuestos a estudiar este proyecto. Pueden haber 
aproximaciones. Un Representante Nacional no puede pretender que se cumpla con todo lo que él quiere, 
porque sería de egoístas y una falta de sensibilidad ante la situación que uno pretende mejorar. 


También se discutió aquí algo que no creemos que sea así. Se nos decía que había que estudiar todo en 
conjunto, que los códigos no pueden ser retocados por artículos y que había que ver la globalidad del tema. 
Esta puede ser una estrategia o un pensamiento del Gobierno, pero no creemos que sea un argumento para no 
entrar en estos temas de fondo. Después entraremos a considerar todos los artículos que proponga o disponga 
la mayoría de esta Cámara. 


Hablar más sería abundar en cosas que todos ustedes conocen. Invitamos al señor Subsecretario a que, como 
siempre, muy gentilmente, nos dé la posición del Ministerio en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede referirse al tema el contador Faroppa. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- En primer lugar, quiero trasmitir las excusas del 
doctor José Díaz, Ministro del Interior, quien debe viajar hoy a la República Argentina para participar 
de la reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR, luego de pasar por la Universidad de la 
República. 


Siempre agradezco con mucho orgullo la confusión con el contador Faroppa. Si bien no somos familiares 
directos es, sin duda, una persona muy respetada, que ha dado y sigue dando un servicio muy importante al 
país, tanto a nivel académico como político. Siempre aclaro que no soy contador, sino doctor porque no 
quiero ser procesado por usurpación de título público; en estos días hay que cuidarse. 


En cuanto a la propuesta presentada de reforma del artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
debo decir lo siguiente. En el marco general, simplemente, voy a señalar el convencimiento del Poder 
Ejecutivo de que todos los aquí presentes y todos los sectores políticos con representación parlamentaria 
estamos manejando estos temas con la intención de mejorar realmente la seguridad ciudadana en nuestro 
país, en el marco de la protección de derechos que establece la Constitución de la República. Podemos tener 
diferencias en las herramientas, pero no en cuanto al objetivo. Desde nuestro punto de vista y apelando a 
nuestras convicciones, todos buscamos -como hemos sostenido en reiteradas oportunidades- que la seguridad 
ciudadana pueda ser un objetivo estratégico para el Uruguay a mediano y largo plazo, como una política 
pública o de Estado. 


Lo que nos trae aquí es un problema que tiene que ver con la niñez y, fundamentalmente, con la adolescencia, 
en el marco de la seguridad ciudadana. Estamos tocando solamente una parte de la problemática de la niñez y 
la adolescencia. ¡Ojalá -vaya si sería realmente interesante- que pudiéramos mejorar la problemática de la 
niñez y la adolescencia en nuestro país, modificando artículos del Código! ¡Ojalá pudiéramos tener esa 
capacidad mágica para resolver de una vez por todas las situaciones de exclusión, marginación y 
vulnerabilidad de derechos que, lamentablemente, se ha venido consolidando en el país en las últimas 
décadas! 


Con respecto a la propuesta del señor Diputado Lacalle Pou -con quien habíamos conversado en otra 
instancia en la que le plantee nuestra voluntad de discutir y hablar acerca de todas las propuestas, porque 
creemos que no somos dueños de la verdad- damos, respetuosamente, la opinión del Poder Ejecutivo con 
relación a este artículo. No compartimos la modificación del artículo 222 del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, fundamentalmente por un tema que tiene que ver con lo que consideramos la especificidad del 
proceso penal juvenil. El Código de la Niñez y la Adolescencia consagró en nuestro país un sistema de 
responsabilidad penal juvenil. Siempre digo que tenemos que reiterar que no es cierto que en Uruguay existe 
impunidad para los menores de dieciocho años que cometen infracciones a la ley penal. Existe un proceso 
penal juvenil específico, con penas de privación de libertad que para un adolescente son duras. Cinco años de 
privación de libertad para cualquier persona es mucho tiempo, pero para un adolescente es muchísimo más. 


Existe un procedimiento con las garantías del caso que establece una responsabilidad específica, que es lo 
que corresponde cuando estamos hablando de personas que no han alcanzado la mayoría de edad. Todo lo 
demás puede ser objeto de otra discusión. Ustedes saben mucho mejor que yo que el tema de la edad de 
imputabilidad, la edad a partir de la cual el Estado nos juzga como adultos o nos responsabiliza como 
adolescentes, es objeto de discusión. Quienes participaron en el debate del proyecto de ley que actualmente 
es el Código de la Niñez y la Adolescencia saben muy bien que se discutió permanentemente si la 
responsabilidad penal adolescente comenzaba a los doce años o a los catorce; finalmente, se llegó al acuerdo 
de establecerla a los trece años. 


Nosotros manejamos esta propuesta con el respeto que merece y la analizamos a la luz de los principios que 
rigen el sistema de responsabilidad penal juvenil ?en especial, el principio de especificidad-, de mínima 
respuesta penal y de mínima intervención. Nuestra posición es que tenemos que trabajar la actual legislación 
sobre niñez y adolescencia, en particular, en lo que implica el tema infraccional que comprende a 
exclusivamente a los adolescentes dentro de este marco de especificidad. Me parece que el camino adecuado 
es incorporarle a este Código aquellos ajustes, modificaciones o correcciones que sean necesarias ?y que el 
Gobierno entiende que son necesarias, como hemos hecho público en reiteradas oportunidades- sin dejar de 
lado este principio de especificidad. Queremos mejorar el sistema de responsabilidad penal juvenil que se 
consagra en nuestro derecho positivo -como a nivel internacional en todos los países-, a partir de una 
diferencia sustancial desde el punto de vista de su marco de aplicación con respecto al sistema de 


responsabilidad penal de adultos. Son dos ámbitos diferentes de intervención del poder punitivo del Estado. 
Otra cosa es que discutamos -pero no es el objeto de esta reunión- eliminar el sistema de responsabilidad 
penal juvenil o bajar la edad de imputabilidad a los doce, los diez, los nueve años o el límite que se ponga. 
No tendríamos inconveniente en ese sentido, aunque no lo compartimos, por supuesto. Nos parece que sería 
más lógico desde el punto de vista técnico discutir en ese marco cuál es el momento en que el Estado 
comienza a responsabilizar como adultos a los niños y adolescentes. Por supuesto, estaríamos violando la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño; tendríamos que iniciar un procedimiento de denuncia 
a nivel internacional, con las consecuencias que tendría para el país. Sin embargo, podríamos analizarlo 
desde ese punto de vista. Pero si queremos mantener un proceso penal específico para adolescentes 
infractores, debemos tener en cuenta ese principio de especificidad, es decir, que las conductas antijurídicas 
que pueden cometer las personas menores de dieciocho y mayores de trece años en nuestro país, integran un 
orden jurídico diferente a las conductas ilícitas que pueden cometer quienes tienen más de dieciocho años. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Puede repetir esa frase? El concepto no me quedó claro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Decía que estamos manejando un orden jurídico que, 
desde el punto de vista de la responsabilidad penal, involucra a las personas que no han cumplido los 
dieciocho años y es diferente al que involucra a las personas mayores de esa edad. Si mantenemos en el 
país -como creo ha sido el consenso político que primó cuando se aprobó el Código de la Niñez y la 
Adolescencia; estamos convencidos que ese consenso no se ha roto- la posición de que estamos 
hablando de sistemas jurídicos penales diferentes, la postura del Poder Ejecutivo es que trabajemos 
para mejorar la aplicación del sistema de responsabilidad penal juvenil específico que se ha 
consagrado en el Código vigente. Como dijimos, por supuesto que puede ser analizado y que tenemos 
algunas ideas para mejorarlo. Sin embargo, si trasladamos al orden jurídico adulto acciones que han 
sido penalizadas como infracciones a la ley penal por parte de menores de dieciocho años de edad, 
estamos realizando un trasvasamiento y una superposición, o una inclusión en un mismo campo fáctico 
de dos ordenamientos jurídicos que son diferentes. ¿Por qué el orden jurídico penal adolescente tiene 
su especificidad? Fundamentalmente, porque se aplica a seres humanos que están en desarrollo y 
porque, más allá de las valoraciones que podamos hacer sobre el tema, el sistema de responsabilidad 
penal aplicado a adolescentes tiene un objetivo eminentemente educativo. 


Cuando el menor de dieciocho años de edad reincide en sus conductas antijurídicas, lo que está poniendo de 
manifiesto es el fracaso del sistema estatal, que tiene como objetivo, precisamente, corregir en el momento en 
que se está formando la personalidad del ser humano aquellas desviaciones -este término no me gusta mucho- 
o aquellos problemas de conducta que puedan implicar una traba para su desarrollo como ser humano 
productivo vinculado a los intereses comunes de la sociedad y no como una persona que pueda continuar 
vulnerando derechos de terceros. Entonces, el objeto de la sanción desde el punto de vista del derecho penal 
juvenil tiene una intencionalidad fundamentalmente educativo, por más que la Constitución establezca que es 
la finalidad de todo proceso penal: la reinserción de todas las personas que cometen infracciones. Ahí 
tenemos la especificidad de un tipo penal que se adapta a las características de la edad del infractor. En 
nuestro ordenamiento jurídico partimos de la base de que una persona menor de dieciocho años de edad no 
comete las mismas infracciones que un adulto. Lo podemos discutir, es un tema opinable y, por supuesto, no 
estamos rechazando ni dejando de lado otro tipo de propuestas. Sin embargo, la posición que sostenemos es 
la que termino de explicar. 


En definitiva, destaco y subrayo la especificidad del proceso penal juvenil, que no puede ser trasladada a la 
responsabilidad desde el punto de vista del derecho penal de los adultos. 


Por otra parte, quiero señalar que tampoco estamos de acuerdo con que se incorporaran en el proyecto los 
antecedentes de tipo administrativo. En el segundo inciso del proyecto de ley presentado por los 
Representantes Lacalle Pou, Pablo Abdala, Trobo y Borsari Brenna, se incluyen los antecedentes judiciales y 
administrativos. Estos últimos no están basados en decisiones judiciales y, por lo tanto, no están sometidos al 
control jurisdiccional; se violaría de esa manera el principio de jurisdiccionalidad, teniendo en cuenta que 
estaríamos consagrando un régimen más gravoso para los menores de dieciocho años de edad que para las 
personas adultas. No se aplican antecedentes administrativos en sentencias para adultos, sólo los antecedentes 
de tipo judicial. 


Planteamos a la Comisión nuestra intención de trabajar para tener un mejor proceso penal para los 
adolescentes, que respete el principio de especificidad, que alcance los fines que tiene que lograr y que sea 
realmente una garantía para que el sistema tan complejo de instituciones y relaciones que incorpora el 
concepto de seguridad ciudadana pueda realmente ser una garantía para todos los habitantes de nuestro país. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradecemos las explicaciones del señor Subsecretario. 


Hoy me levanté muy generoso. Me desconozco. Ya iba a decir que estaba de acuerdo con sacar lo de los 
antecedentes administrativos; es más, lo había tachado en el proyecto que tengo en mi poder. Pensé que en 
esta primera sesión nos íbamos a encaminar a un buen resultado. La bancada de Gobierno nos había 
adelantado que había intención de avanzar en el tema de los menores infractores; quizás sea parte del debate 
de hoy analizar hacia dónde se pretende avanzar, porque en este sentido no vamos a lograrlo. 


Quiero hacer una precisión. No se pretende alterar el proceso penal específico de los menores, niños y 
adolescentes. Precisamente, lo que se propone es un "by pass" de información -por llamarle de alguna 
manera- cuando eventualmente -ojalá que no sea necesario- se inicie un procedimiento penal siendo mayor. 
Me refiero al procedimiento penal común o normal para quien tiene la mayoría de edad. No se establecen 
condiciones diferentes para la Justicia que lo va a tratar, para las normas penales vigentes ni respecto a las 
medidas eliminativas a tomar después sino que, simplemente, los antecedentes se ponen en un congelador, y 
esto incide directamente sobre el proceso penal de los mayores y no de los menores. Es más, con este artículo 
modificado nada cambiaría; lo único que establece es que no se destruyan los antecedentes. Entonces, me 
permito discrepar con el señor Subsecretario, porque creo que este artículo no altera el proceso penal especial 
que tienen los menores de 18 años. Creo que la posición del Gobierno no se adecua a la realidad. 


Podemos convenir que hay otra manera de solucionar este tema -no somos dueños de la verdad-, pero 
tampoco la vemos; no vemos el cambio de legislación, ya que el primero que se pretende hacer se frena; y 
tampoco vemos que con las leyes vigentes se esté modificando este aspecto, ya que a diario los problemas 
son los mismos. El señor Subsecretario decía -con esto podemos estar de acuerdo o discrepar- que hace 
décadas que esto viene sucediendo; bueno, pienso que debería haber algo concreto. No creo que la Comisión 
sea la que deba discutir o generar las medidas que el Gobierno pretende implementar. Entonces, lamentamos 
que esa sea la posición del Gobierno con respecto a este artículo -no voy a reiterar las cosas que hace o deja 
de hacer- y estamos atentos y expectantes a lo que el señor Subsecretario pueda decir a lo largo de esta 
reunión. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Si nada cambiara con este artículo, no tendría sentido tratarlo; en realidad, 
estaríamos haciendo un ejercicio inútil y perdiendo el tiempo. Está claro que mucho cambia con este 
artículo; en la línea que se venía planteando, implica introducirse específicamente en la discusión sobre 
la imputabilidad. Esto no es un problema en este país, porque el tema se ha discutido muchísimas 
veces; cada determinado tiempo se da un empuje fatídico y se plantea algo relacionado con la rebaja de 
la imputabilidad. Pero ahora, claramente, se está haciendo un cambio de una trascendencia muy 
grande; esto no constituye un simple retoque a la legislación vigente. Creo que es importante marcar 
esto porque este Código fue aprobado por unanimidad en el Período pasado; contó con el voto de 
varios de los legisladores aquí presentes como, por ejemplo, la señora Diputada Tourné, y los señores 
Diputados Borsari Brenna, Lacalle Pou, Ortuño y Orrico; todos los señores Diputados aprobaron este 
Código en su momento. Lo que quería expresar -a cuenta de una mayor discusión- es que aquí se está 
planteando una modificación sustancial de todo el sistema jurídico vigente en esta materia. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por suerte no tuve que esperar a que el señor Diputado Salsamendi dijera 
que voté el Código de la Niñez y la Adolescencia porque lo aclaré al principio; creo que es de persona 
sensata -no digo inteligente- saber cuando uno puede volver sobre sus pasos. Por lo tanto, me alegro y 
ojalá que varios legisladores no consideren que lo que ellos hacen siempre está bien y que lo que hacen 
los demás está mal. 


El señor Diputado Salsamendi también me malinterpreta cuando digo que este artículo no cambia nada. Yo 
dije que no cambiaba el régimen penal de los menores, y lo sostengo, porque estos antecedentes van a tener 
peso -si es que lo tienen; ¡ojalá que no sea necesario tenerlos en cuenta!- cuando cumplan la mayoría de edad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Más allá de las consideraciones que ha realizado el señor 
Diputado Lacalle Pou con respecto a este proyecto -el cual entiendo, en mi ignorancia, que es bueno- 
quiero decir que, además, es un buen mensaje a la población, ya que de algún modo se comienza a 
tomar medidas que la gente ha reclamado y reclama permanentemente. No creo que a un menor que 
haya cometido un homicidio o un copamiento con agresiones -algún delito grave- a los catorce, quince o 
dieciséis años se le deban borrar los antecedentes. No creo que eso sea un buen mensaje ya que, como 
decía el señor Diputado Lacalle Pou, esos antecedentes recién van a ser tenidos en cuenta si esa persona 
vuelve a delinquir siendo mayor de edad; si eso llega a ocurrir se verán cuáles fueron los delitos graves 
que cometió que puedan pesar en su conducta para saber cuál puede ser el nivel de recuperación de esa 
persona. 


Por otro lado, el señor Subsecretario dijo que se están estudiando algunos artículos del Código de la Niñez y 
la Adolescencia. Esto lo ha manifestado públicamente y también lo mencionó cuando vino a la Comisión 
Permanente. Por lo tanto, me gustaría saber hasta dónde han adelantado y qué plazo manejan para terminar 
ese proyecto que vendrá del Poder Ejecutivo. El señor Subsecretario también habló de mejorar el sistema 
penal para los menores -se refirió al sistema de reclusión, a la reeducación-, por lo que me gustaría saber qué 
pasos se han dado en este sentido, porque vemos casi todos los días -aunque no últimamente- que hay 
problemas en las dependencias en las que están recluidos estos menores. Entonces, me gustaría saber qué se 
ha hecho para mejorar esa situación y qué se hará en el futuro. 


Por otra parte, me preocupa mucho el hecho de que funcionarios de alta jerarquía que responden al Ministerio 
del Interior manifiesten públicamente que la inseguridad que se está viviendo es un problema de la 
legislación y de los legisladores. Estas declaraciones fueran hechas ayer por un jerarca que no voy a 
nombrar... 


(Interrupción de varios señores legisladores) 


Lo que ocurre es que no quiero volver a referirme a la señora Jefa de Policía de Maldonado, pero 
fue quien manifestó esto ante los delegados del pueblo que entraron en la noche a hablar con ella; dijo 
que la inseguridad que está viviendo el país y el departamento es un problema de los legisladores, que 
deben cambiar la legislación vigente. Pero cuando algunos legisladores plantean alguna modificación, 
en este caso al Código de la Niñez y la Adolescencia, nos encontramos con la negativa del Partido de 
Gobierno. 


También hay otros proyectos presentados -lo decía el señor Diputado Lacalle Pou- ante esta Comisión. 
Esperamos que tengan una mejor suerte, que podamos discutirlos y llevarlos adelante, y que desde el Poder 
Ejecutivo venga alguna solución a la situación de inseguridad planteada por la gente, que reclama una 
solución. 


SEÑOR ORRICO.- La ciencia médica, desde hace bastante tiempo, creó una especialidad que se llama 
pediatría. Durante mucho tiempo se sostuvo que los niños y adolescentes no eran más que adultos 
chicos. Naturalmente, la medicina avanzó por muchos lados y hoy todos aceptan que los niños no son 
igual que los adultos pero más chicos, sino que están en una etapa específica de la vida; lo mismo 
sucede con los adolescentes. Esto es tan así que en este momento, en gran parte de las instituciones de 
asistencia médica del país, los pediatras han extendido su nivel de atención hasta los diecisiete años, 
porque se considera que la etapa adolescente en el mundo moderno cada vez se extiende a más edad. 


Esto le costó mucho a las ciencias sociales. Hay un trabajo de la doctora Reta del año 1961 -salió en una 
revista del Centro de Estudiantes de Derecho-, en el que analiza cuál debe ser la edad de imputabilidad y 
llega a la conclusión de que, en realidad, no es demasiado importante, pero que alguna edad se tiene que 
establecer; también dice que no se puede discutir si dieciocho está bien y dieciséis mal. En ese sentido, hay 
muchos regímenes en el mundo que son distintos al nuestro. 


Lo cierto es que nosotros acá llegamos a una solución de consenso: establecemos la edad en dieciocho años. 
A esa solución se arribó en la Legislatura pasada. 


¿Todo esto para qué? Para decir que el niño, el adolescente, tiene una especificidad en sus conductas -no solo 
en las que están en infracción a la ley, sino en cualquiera- que lo hace distinto a un adulto. Como 
lamentablemente la ley tiene que fijar una edad, establecimos dieciocho años; algunos la querrán fijar en 
veinte y otros en dieciséis, pero algún límite tiene que haber. Esa especificidad de conducta requiere un 
tratamiento especial en todos los órdenes; no es lo mismo la educación terciaria, que la primaria o la 
secundaria. Pero también esa especificidad tiene que darse cuando se habla de niños y adolescentes que han 
cometido una infracción que en otras edades constituiría un delito en el sentido puro y simple. 


No estoy de acuerdo con que este proyecto de ley no modifica el procedimiento; lo que no modifica es el 
ritualismo procesal, pero hace algo con lo que nosotros discrepamos. Yo admito que puede haber otra 
posición, pero el Gobierno no está de acuerdo con establecer efectos de la conducta juvenil hacia el mundo 
de los adultos. Y por más que objetivamente -como decía el señor Diputado Rodríguez Servetto- un 
homicidio es un homicidio y chau, no se puede comparar la conducta de un adolescente de trece o catorce 
años con la de un adulto. Tal vez el tema que esté subyacente acá sea cuándo ponemos el límite. 


Todas estas cosas son las que a nosotros, como bancada de Gobierno en esta Comisión, nos han llevado a 
oponernos a este proyecto. Independientemente del conocimiento que sobre el tema específico tiene el doctor 
Faroppa, creo que esto ha quedado muy claro. 


. .7 


SEÑOR ALONSO.- Así como el señor Diputado Orrico habló en su condición de ex visitador médico y 
de su aproximación al mundo de la medicina, conocimiento al que recurre habitualmente, y es bueno 
que lo haga -es bueno que procuremos ser multidisciplinarios-, yo también lo voy a hacer, porque tengo 
algún contacto con el mundo de la medicina: soy bisnieto, nieto, hijo, hermano y primo de médicos. 


Con todo respeto y sinceramente, digo que el ejemplo que puso el señor Diputado Orrico es horrible. Si bien 
se quiso argumentar que se trata de conductas de individuos no comparables -la conducta de un niño, por un 
lado, y la de un joven, por otro-, en el mundo de la medicina especialmente hay que ser rigurosos en la 
observancia de la historia clínica al momento de determinar cuál es el diagnóstico del paciente, a efectos de 
poder aplicar los correctivos necesarios para rehabilitarlo. La historia clínica no se remonta exclusivamente a 
un período determinado de la vida. En la vida del niño y del adolescente pueden surgir elementos que 
determinen cuáles van a ser las patologías que va a sufrir el adulto. Llevemos esto al caso de lo que estamos 
hablando: de delincuentes juveniles. La conducta que pueda llegar a tener un joven infractor, un menor 
delincuente, puede obedecer en muchos casos a conductas que provengan de cuadros psicológicos. En el caso 
de proceder a hacer la evaluación de la persona por algún delito cometido cuando sea adulto, puede resultar 
muy ilustrativo el tener esa historia clínica. 


Sin perjuicio de que el Diputado Orrico se pueda sentir afectado -creo que he disecado el ejemplo-, se me 
ocurre que el ejemplo no fue bueno y me dio pie para realizar un comentario que hice en privado al señor 
Diputado Cánepa, antes de empezar la sesión: me parece que los antecedentes tienen que tomarse en cuenta. 
Quizás este tema no prospere a través del proyecto que está presentando el Diputado Lacalle Pou, a quien 
respaldamos con el Partido, pero sería fantástico que pudiera ser tomado en cuenta con una mente bien 
abierta en un proceso de revisión del Código que el Poder Ejecutivo vaya a hacer. Como en algunos otros 
casos se ha dado que el Poder Ejecutivo ha tenido la intención de abrir la consideración del tema antes de la 
presentación de los proyectos -de hecho, se está viviendo eso en el ámbito de la defensa-, quizás en este caso 
se puedan tomar en cuenta estas consideraciones. 


SEÑOR ORRICO.- Yo no puse un ejemplo; relaté un hecho: la pediatría se extiende hasta los diecisiete 
años. No tengo que explicar que la ciencia médica es distinta a las ciencias sociales; creo que no 
estamos en ese nivel de discusión. Ni los métodos, ni las conclusiones ni los objetos de estudio son los 
mismos. Lo que estoy diciendo es que dentro de la medicina se ha tomado a niños y adolescentes como 
un objeto específico de estudio, distinto al del mundo de los adultos. Eso es lo que he dicho. Ahora, no 
se pueden transpolar -cuando se ha hecho eso la humanidad ha realizado cosas terribles- los principios 
de las llamadas ciencias exactas a las ciencias sociales. 


De manera que no me hagan decir lo que yo no dije; simplemente, marqué un hecho. En el mundo cada vez 
hay más estudios específicos sobre niños y adolescentes y cada vez se tiende más a la especialidad en eso; las 
ciencias sociales y las ciencias jurídicas también tienen que hacerlo. Ahí terminamos la semejanza porque, de 


lo contrario, estaríamos discutiendo si el método experimental es válido y le cortaríamos una pierna a alguno 
para ver cuánto dura, y no es así. 


SEÑOR LACALLE POU.- Siguiendo el razonamiento del señor Diputado Orrico, la historia clínica de 
cuando uno tiene quince años es la misma que van a usar cuando uno tiene dieciocho o veinte años. 


SEÑOR ALONSO.- Yo sigo sosteniendo que las conductas de los individuos pueden provenir, sin duda, 
de vivencias, de experiencias, de situaciones que les tocó vivir, lo que hace que sus umbrales de 
tolerancia y las valoraciones de sus actos sean completamente distintos, pero esto no justifica una 
iniciativa en este sentido. 


Yo me siento muy seguro y muy tranquilo cuando soy atendido por un médico que recibe mi historia clínica. 
Por suerte, la mutualista a la que pertenecía cuando era niño, que cerró, pasó mi historia clínica a la que me 
atiende ahora. Allí encuentran datos de cuando yo tenía ocho o diez años, y pueden saber que soy alérgico y 
que me sacaron las amígdalas; en función de eso, quien tiene a su cargo la atención, toma las decisiones. 
Entonces, yo creo que esto es reproducible. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a ser muy breve porque queremos escuchar al invitado, que es lo 
importante. 


Aclaro que esta discusión no tiene ninguna originalidad. La medicalización y la patologización de los 
conflictos sociales y de los problemas vinculados a la niñez y a la adolescencia son los antecedentes 
inmediatos claros de la constitución del Código del Niño de 1934. En realidad, también fueron los elementos 
que llevaron a que ese Código fuera derogado y modificado. Toda esta discusión ha sido vastamente 
desarrollada en nuestro país antes de 1934 y después también; hay demasiado escrito sobre el tema como 
para desarrollarlo aquí en este momento. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- La propuesta que viene preparando el Poder Ejecutivo 
y que hemos venido conversando durante todos estos meses -de acuerdo con una estrategia que implica 
no presentar proyectos sobre temas tan sensibles, sin antes realizar las consultas necesarias a los 
diferentes actores como, por supuesto, la bancada oficialista, los sectores académicos, el Poder Judicial, 
el Ministerio Público y los organismos que trabajan los temas de niñez y adolescencia desde el punto de 
vista técnico- tiene como objetivo fundamental ajustar el sistema de responsabilidad penal juvenil que 
fue adoptado por nuestro país a partir de la aprobación del actual Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Fundamentalmente, nos preocupa que algunas conductas cometidas por adolescentes 
queden sin ningún tipo de reproche por parte del sistema de responsabilidad penal -creo que también 
el Partido Nacional está trabajando en alguna iniciativa en esta dirección-, por lo que nos hemos 
abocado a incorporar la tentativa, la complicidad y la coautoría como formas infraccionales en todas 
las infracciones y no solamente en las más graves, como sucede en la actualidad. Me refiero a que se 
pueda perseguir y tomar como conducta reprochable desde el punto de vista penal juvenil, por 
ejemplo, a una de las figuras que genera mayor impacto, que es la tentativa de hurto. En este 
momento, la tentativa de hurto no genera ningún tipo de responsabilidad para la persona menor de 
dieciocho años que la cometa. De la misma manera, pretendemos incorporar la complicidad para todo 
tipo de infracción y no solamente para las infracciones gravísimas. 


También estamos proponiendo ampliar el plazo con el que cuenta la autoridad policial para realizar las 
diligencias que tengan que ver con niños y adolescentes; la idea es establecer el plazo constitucional de 
veinticuatro horas. Esto sin lugar a dudas va a permitir, sobre todo en lugares más alejados, realizar las 
diligencias policiales en un plazo mayor, a efectos de poder poner en conocimiento de la Justicia competente 
todos los antecedentes relevantes de la intervención que se realiza. 


También estamos incorporando algo que puede parecer de detalle pero que, en los hechos, desde la operativa 
policial genera grandes complicaciones. Me refiero a regular claramente la necesidad del examen médico a 
una persona menor de dieciocho años de edad que es detenida por la Policía. El actual Código no establece 
que la revisación médica deba hacerse inmediatamente después de la detención; pero la práctica policial ha 
llevado a ello, lo que ha generado muchas veces dificultades y pérdida de un tiempo muy valioso. Además, 
hay que tener en cuenta que gran parte del plazo de doce horas con el que actualmente cuenta la Policía se 


pierde en la realización de ese examen médico. Esto lo establecimos en forma obligatoria para el momento en 
que el adolescente es remitido a la sede judicial o siempre y cuando la autoridad policial constate que existen 
lesiones o problemas serios de salud que obliguen a ello. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- El examen médico se lleva a cabo enseguida de detener a los 
menores, porque estos tienen como norma darse contra las paredes, autos o lo que sea, para luego 
denunciar castigos o malos tratos por parte de la Policía. Hay que analizar muy bien este punto por el 
problema que genera a la Policía. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Cualquier médico forense puede distinguir claramente 
una lesión que deriva de maltrato policial de una lesión autoinfligida. Por lo tanto, el objetivo es que 
sea, precisamente, un médico forense el que determine si existió maltrato o no. 


De todas maneras, nosotros queremos una Policía más eficiente, más firme, que trabaje mejor pero que, por 
supuesto, no vulnere los derechos de nadie y cuente con los mecanismos adecuados para que, si se da una 
conducta de esa naturaleza, se puedan implementar de inmediato los correctivos necesarios. 


Por otra parte, creemos que debemos dar a los Magistrados un elenco más adecuado de medidas cautelares. 
Este es un tema que técnicamente se ha discutido mucho. Creemos que la única medida cautelar efectiva que 
puede aplicar un Magistrado es la privación de libertad. Nos da la impresión de que las otras medidas 
cautelares no son en todos los casos razonablemente aplicables. Por ejemplo, la medida de prohibir la salida 
del país o de realizar un arresto domiciliario sin ningún tipo de control de parte, en este caso, del Instituto del 
Niño y el Adolescente, podría no ser eficiente. 


No queremos -es conocida la posición del Poder Ejecutivo- contribuir a la inflación de personas privadas de 
libertad. Nos parece que las infracciones gravísimas, como muy bien establece el Código, sí pueden ser 
objeto de una sanción de privación de libertad y, por lo tanto, de una medida cautelar de privación de libertad. 
En este momento, para aquellas infracciones sobre las que no va a recaer una pena de privación de libertad, 
obviamente no puede aplicarse la privación de libertad como medida cautelar. Eso limita considerablemente 
el margen de acción judicial y genera esa sensación de impunidad que muchas veces hemos constatado - 
seguramente, también los señores Diputados más que nosotros en sus contactos permanentes con la gente-, en 
el sentido de que un chico que comete un hurto u otro tipo de delito que no llega a ser una infracción 
gravísima, no recibe ningún tipo de respuesta rápida. Estamos trabajando algunas ideas como una cautela 
tutelar, un arresto domiciliario con un control mayor o algún tipo de figura que establezca la presencia 
permanente del INAU o de organismos no gubernamentales que realicen convenios con el propio instituto, a 
los efectos de la aplicación de estas medidas. 


Reitero: limitando estrictamente la privación de libertad para las infracciones gravísimas y estableciendo con 
claridad que ese es el principio, lo que no queremos -estamos seguro de que no lo quiere ninguno de los aquí 
presentes- es que conductas reprochables desde el punto de vista social queden sin respuesta o sanción por 
parte del sistema penal. 


Quiero decir que también estamos trabajando a fin de establecer con claridad un tratamiento diferente para un 
niño que comete un acto que vulnera derechos de terceros, que para otro niño que tiene sus derechos 
vulnerados. Aquí ya salimos de lo que sería estrictamente responsabilidad penal juvenil, porque estaríamos 
hablando de personas menores de 13 años. Actualmente, el Código establece el mismo procedimiento y las 
mismas medidas. Entonces, estamos estudiando una respuesta diferente que no implica ampliar el marco de 
aplicación del poder punitivo del Estado, pero sí entendemos necesario -así lo hemos estado analizando con 
autoridades del INAU- que se dé una respuesta diferente. 


Sin duda, estas medidas de tipo legislativo no van a tener ninguna clase de impacto si no las incorporamos a 
una estrategia global, integral, en las políticas que tienen que ver con infancia y adolescencia. 


No voy a extenderme sobre este tema, porque no es competencia del Ministerio del Interior; pero sí quiero 
reiterar la disposición a discutir estos temas, desde el punto de vista político y técnico, en el sentido de que 
estamos convencidos de que el objetivo que persiguen todas las alternativas que se proponen es mejorar la 
calidad de vida de las personas de este país y garantizar el derecho de los adolescentes que cometen 

infracciones, pero sin mengua de los derechos de los terceros que puedan ser víctimas de ellas; esto solo es 


una parte del problema. De esta manera, pretendemos mejorar el procedimiento penal específico que rige 
actualmente para infracciones cometidas por los adolescentes. 


Por supuesto que reiteramos nuestra disponibilidad a discutir y analizar todas las posibilidades y propuestas 
que se puedan plantear en esta materia. 


SEÑOR LACALLE POU.- Cuando uno baja a la realidad, todos estos temas que discutimos aquí -que 
muchas veces involucran aspectos teóricos sobre convenciones, sobre los derechos del niño, de los 
adultos, etcétera- es totalmente distinto el cristal con el que se miran. Entonces, sin pecar de atrevido, 
quisiera hacer una pregunta al señor Subsecretario sobre un caso práctico. Supongamos que un 
muchacho de dieciséis años le pega un tiro al conductor de un ómnibus y lo mata. A los diecinueve años 
recién cumplidos, esa misma persona -ya mayor- roba una billetera; o sea que comete delito de hurto. 
¿El Subsecretario consentiría o vería con buenos ojos que esa persona sea procesada sin prisión 
porque, entre otras cosas, no se configura la reincidencia del artículo 48 del Código Penal? Eso es lo 
que yo entiendo ante la negativa a este proyecto de ley. Si no es así, necesariamente tiene que haber una 
modificación legal; pero como no la conozco, entiendo que está de acuerdo con que esta persona, 
homicida a los dieciséis años y con un hurto a los diecinueve, esté caminando por las calles de 
Montevideo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Si la persona que comete un homicidio tiene dieciséis 
años, a los diecinueve todavía tiene grandes posibilidades de continuar privado de libertad; eso es muy 
probable. 


SEÑOR ALONSO.- En los hechos, no necesariamente, porque están todos sueltos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Reitero que estamos hablando de sistemas y 
procedimientos absolutamente diferentes. La responsabilidad penal adolescente es una cosa y la de 
adultos es otra. Ese es nuestro punto de vista, con todo respeto por otras posturas, como corresponde; 
por lo tanto, vamos a mantener nuestra posición. Los actos que comete una persona que no ha 
cumplido dieciocho años de edad, mientras nuestro sistema normativo se mantenga igual, deben ser 
tratados y procesados de acuerdo con el principio de especificidad. Si lo que se pretende es un cambio 
sustancial del sistema en sí -como decía el señor Diputado Salsamendi- discutámoslo; pero estamos 
hablando de dos cosas diferentes. Si se quiere un orden jurídico penal único -al igual que sucede con la 
historia clínica que, como muy bien decía el señor Diputado Alonso, es la misma cuando uno tiene doce 
años que cuando tiene veinticinco- podemos discutirlo. Pero no tiene lógica mantener un sistema 
específico para responsabilidad penal adolescente y otro específico para responsabilidad penal adulta 
trasvasando elementos de uno y otro. Con todo respeto, esa es la posición que sostenemos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Quisiera plantear un asunto que excede el motivo de la 
convocatoria. Pero conociendo la amabilidad del señor Subsecretario, no puedo dejar pasar la 
oportunidad para preguntarle su opinión sobre los últimos hechos que han tenido lugar en el 
departamento de Maldonado y sobre las movilizaciones populares que ha habido. En el día de ayer, 
específicamente en San Carlos y en Maldonado, hubo dos movilizaciones de la gente pidiendo más 
seguridad. 


SEÑOR SUBSCRETARIO DEL INTERIOR.- Nos encantan las movilizaciones populares. 
SEÑORA TOURNÉ- ¡Apoyado! 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Nos gusta mucho que la gente salga a la calle a 
reclamar sus derechos, a exigirnos a las autoridades. En su momento nosotros también salimos con 
muchos colegas de ustedes, Diputados de diferentes sectores con representación parlamentaria. 


Nos parece que eso es bueno. Como muy bien saben, estamos trabajando en forma conjunta con Gobiernos 
Municipales y con otros organismos del Estado para buscar una forma de ordenar ese tipo de participación de 


la gente. Si la movilización de la gente es espontánea, es una muestra del clima de libertad, de democracia y 
de tolerancia que se está dando en nuestro país. 


En cuanto al tema de fondo, lo saben muy bien y lo hemos reiterado muchas veces, la preocupación de la 
gente por los problemas de la seguridad ciudadana también es la del Gobierno. Lo que sucede en Maldonado 
nos preocupa, así como lo que ocurre en los otros dieciocho departamentos del país; cada uno tiene su 
especificidad. 


No desconocemos lo que constituye Maldonado en la generación de recursos y fuentes de trabajo. Queremos 
reafirmar la seguridad como un ingrediente, como un diferencial fundamental de nuestro país. 


En Maldonado se han dado una serie de hechos que tuvieron un impacto muy fuerte en la opinión pública, 
por lo que han implicado. Los delitos graves como el homicidio, evidentemente, generan una sensación de 
inseguridad muy grande. Estamos permanentemente abiertos a las sugerencias o a los planteos que puedan 
realizarse desde los diferentes sectores para mejorar la seguridad en el departamento. 


Es todo lo que puedo decir en este momento desde mi posición de Subsecretario del Ministerio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita del señor Subsecretario del Interior. 


La Mesa hace constar que este tema va a figurar -como habíamos hablado- como primer punto del orden del 
día, a fin de votarlo. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


